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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 6 días del mes de mayo de 2008, la Sala Primera del Tribunal 
Constitucional, integrada por los Magistrados Landa Arroyo, Beaumont Callirgos y Eto 
Cruz, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Franz Solon García 
Céspedes contra la sentencia de la Primera Sala Penal de Reos en Cárcel de la Corte 
Superior de Justicia de Lima Norte, de fojas 133, su fecha 7 de marzo de 2007, que 
declara infundada la demanda de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 23 de febrero de 2007, el recurrente interpone demaJ1da de hábeas 
corpus contra el juez del Segundo Juzgado Especializado en lo Penal del Módulo Básico 
de usticia del Dis:rito de Los Olivos, don Rene Eduardo Martínez Castro, impugnando 

mandato de detención dictado en su contra, en la instrucción que se le sigue por el 
Cielito de violación sexual. 

Alega que el auto de apertura de instrucción y el mandato de detención 
contenido en aquel no se encuentran debidamente motivados, pues, por un lado, el juez 
omite señalar los medios de prueba en que se funda la imputación, tales como 
declaraciones testimoniales presenciales directas, pericias "de semen o líquido vaginal", 
de tejido, de cabello, así como el levantamiento de registro personal y domiciliario, y 
sobre todo el indicio concurrente de su presencia en el lugar de los hechos y con las 
huellas de las les' es de haber luchado con la agraviada, sino que en su lugar basta la 
sindicació e la menor a quien, mediante examen médico, se ha determinado que 
prese deflora un antigua, pericia que no lo vinculá; por otro lado, no se exponen las 
ra nes para e dictado de la medida coercitiva ya que el demandado sólo se limita a 

producir el exto legal contenido en el artículo 135 0 del Código Procesal Penal, lo que 
afecta sus rechos a la libertad personal, de defensa y al debido proceso. 

El Noveno Juzgado Penal de Independencia, con fecha 23 de febrero de 2007, 
declara improcedente la demanda por considerar que la resolución cuestionada se 
encuentra debidamente fundamentada en cuanto a los requisitos legales del mandato de 
detención, lo que fue confirmado por la Sala Superior. 
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La recurrida revoca la apelada declarándola infundada por el mismo 
fundamento . 

FUNDAMENTOS 

Delimitación del petitorio 

1. El objeto de la demanda es que se declare la nulidad: a) del auto de apertura de 
instrucción de fecha 20 de enero de 2006 que abre instrucción en contra del 
recurrente por el delito de violación sexual en agravio de una menor de edad, y b) 
del mandato de detención contenido en dicho pronunciamiento judicial (Expediente 
N. ° 2005-0632-00-270 1-JR-PE-02 tramitado en el juzgado emplazado). 
Con tal propósito se alega: i) en el caso de la pretendida nulidad del auto de 
apertura, que .::n la imputación los hechos criminosos en contra del demandante se 
ha omitido actuar las pruebas que se enuncian en la demanda; y por otro lado, ii) 
respecto a la pretendida nulidad del mandato de detención, que éste se habría 

ictado sin que se configure los presupuestos contenidos en el artículo 135 0 del 
Código Procesal Penal. 

uestión previa 

2. En cuanto al cuestionamiento al auto de apertura de instrucción, sustentado en 
omisión de actuación de las pruebas que propone el demandante, se debe señalar 
que ésta resulta improcedente en aplicación del artículo 5. 0

, inciso 1, del Código 
Procesal Penal, toda v la actuación de medios probatorios propios de la 
justicia ordinaria es compet ncia de ésta y no de la justicia constitucional toda vez 
que tal pretensión [en s e constitucional] no esta referida en forma directa al 
contenido constituciona ente protegido del derecho al la libertad personal. 

Análisis del caso materia de controversia constitucional 

3. El derecho a la libertad personal, como todo derecho fundamental , no es absoluto; 
el artículo 2°, inciso 24), ordinales "a" y "b" , establece que está sujeto a regulación, 
de modo que puede ser restringido o limitado mediante ley. A tal efecto, los límites 
que puede imponérsele son intrínsecos y extrínsecos ; los primeros se deducen de la 
naturaleza y configuración del derecho en cuestión, mientras que los segundos 
provienen del ordenamiento jurídico, cuyo fundamento se encuentra en la necesidad 
de proteger o preservar otros bienes, valores o derechos constitucionales. 
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4. Al respecto, este Tribunal ha sostenido en reiterada jurisprudencia que la detención 
judicial preventiva es una medida provisional que limita la libertad física, pero no 
por ello es, per se, inconstitucional, en tanto no comporta una medida punitiva, ni 
afecta la presunción de inocencia que asiste a todo procesado y, legalmente, se 
justifica siempre y cuando existan motivos razonables y proporcionales para su 
dictado. En tal sentido, tanto la resolución que decreta el mandato de detención 
como su confirmatoria deben cumplir con la e\<igencia de la motivación de las 
resoluciones judiciales. 

5. En este orden je ideas, resulta imprescindible destacar, como se hizo anteriormente 
en la sentencia recaída en el expediente N .O 1291-2000-AA/TC, fundamento 2, que 
"[I]a Constitución no garantiza una determinada extensión de la motivación, por lo 
que su contenido esencial se respeta siempre que exista fundamentación jurídica, 
congruencia entre lo pedido y lo resuelto, y que, por sí misma, exprese una 
suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si ésta es breve o concisa o se 
presenta el supuesto de motivación por remisión". 

6. El artículo 135° del Código Procesal Penal establece que para el dictado de la 
medida cautelar de detención es necesaria la concurrencia simultánea de tres 
presupuestos: a) que existan suficientes elementos probatorios de la cJmisión de un 
delito doloso que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo ( ... ); b) que 
la sanción a imponerse sea superior a los cuatro años de pena privativa de libertad 
(dispositivo legal vigente al momento de hab~se dictado la medida coercitiva 
cuestionada en los autos), y c) que existan suficientes elementos probatorios para 
concluir que el impu o intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la 
actividad probatoria. 

Al respecto, el Trib al Constitucional ha señalado en la sentencia recaída en el 
expediente N. O 1 1-2002-HC/TC, caso Vicente Ignacio Silva Checa, que la 
justicia constitucional no es la competente para determinar la configuración de cada 
presupuesto legal que legitima la adopción de la detención judicial preventiva, lo 
cual es tarea que compete a la justicia penal ordinaria; sin embargo, sí es su 
atribución verificar si estos presupuestos concurren de manera simultánea y que su 
imposición sea acorde a los fines y el carácter subsidiario y proporcional de dicha 
institución, lo que debe estar motivado en las resoluciones que se cuestiona. 

8. En el presente caso, se cuestiona el mandato de detención dictado en contra del 
recurrente, medida coercitiva de la libertad que conforme se aprecia de los actuados 
fue confirmada por la Segunda Sala Penal de ReDS en Cárcel de la Corte Superior 
de Justicia de Lima Norte mediante Resolución de fecha 14 de junio de 2006 (fojas 
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78), pronunciamiento judicial del que se advierte que cumple con la exigencia 
constitucional de la motivación de las resoluciones judiciales, adecuada a las 
condiciones legales de la materia, al expresar una suficiente justificación, descrita 
de manera objetiva y razonada, a efectos de confirmar el mandato de detención en 
contra del demandante, esto es, la existencia de suficientes elementos probatorios 
de la comision de un delito doloso, por cuanto "el propio inculpado admite la 
concreción de actos sexuales con la referida agraviada" [en su escrito de apelación 
del mandato de detención]; la pena a imponerse es "superior a cuatro años de pena 
privativa de la libertad" y, en cuanto al peligro procesal, el demandante "a nivel 
policial no se ha presentado a prestar su declaración pese a que fue notificado en 
reiterada ( ... , lo cual demuestra una actitud elusiva a la acción de la justicia" . En 
consecuencia, la demanda debe ser desestimada al no haberse acreditado la 
vulneración de los derechos reclamados en los Hechos de la demanda. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

1. Declarar INFUNDADA la demanda de hábeas corpus de autos en cuanto a la 
pretendida nulidad del mandato de detención. 

2. Declarar IMPROCEDENTE la demanda de hábeas corpus respecto a la pretendida 
nulidad del auto de apertura de instrucción. 

Publíquese y notifíquese. 

ss. 

LANDA ARROYO 
BEAUMONT CALLIRGOS 
ETOCRUZ 

Lo que certifico: 

aia Iriarte Pamo 
Secretaria Relatora (o) 
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